PAGE  
11

DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N°  09421
6 de julio de 2006

DAGJ-1105-2006

Máster

Anacedin Vargas Rojas

Auditora Interna

Instituto del Café  de  Costa Rica,  (icafe)

Estimada señora:

Asunto: respuesta a la consulta formulada mediante oficio No. AI-085-2006, gestión adicionada mediante oficio No. AI-104-2006, referente a la posibilidad de que el ICAFE pueda autorizar el uso tarjetas de crédito o débito a sus funcionarios cuando viajan de gira al exterior del país.

Nos referimos a su oficio No. AI-085-2006 de fecha 10 de mayo de 2006, mediante el cual formula consulta a este Órgano Contralor, con el propósito de determinar si resulta factible que el Instituto del Café de Costa Rica autorice el uso de tarjetas de crédito o de débito a sus funcionarios cuando viajan de gira al exterior del país, como mecanismo que permita hacer frente a gastos imprevistos que se presentan en dichas giras y otros gastos previstos que no pueden ser contratados desde Costa Rica, esto con el fin de mitigar el riesgo inherente sobre el manejo de dinero efectivo por parte de los servidores de esa institución.


En concreto, el citado oficio plantea las siguientes interrogantes:

“1- Ha reconsiderado esta Contraloría General de la República la opinión respecto a otorgar tarjetas de crédito a los funcionarios públicos? En caso de ser positiva la respuesta puede el ICAFE otorgar tarjetas de crédito a sus funcionarios para la atención de proyectos institucionales y bajo qué condiciones?.

2- Puede el ICAFE otorgar tarjetas de débito a sus funcionarios respetando los procedimientos de contratación, asignando el contenido presupuestario correspondiente y reglamentando su uso, en la atención de proyectos de índole institucional”.

Asimismo, mediante oficio AI-104-2006 de fecha 15 de junio de 2006, adiciona la gestión anterior y adjunta copia de los oficios No. DNE-035-2006 de fecha 7 de junio de 2006 y UAJ-039-2006 del 14 de junio de 2006, ambos suscritos por la Licda. Ana Victoria Zapata, Jefa de la Unidad de Asuntos Jurídicos de esa institución, dichos oficios corresponden al criterio jurídico emitido por esa dependencia, el cual arribó a las siguientes conclusiones.

“En el caso del ICAFE no existe una normativa que autorice el otorgamiento de tarjetas de crédito para el pago de viáticos, ni ningún otro supuesto de erogación de gastos en que incurran los funcionarios o directivos de la institución en el cumplimiento de sus funciones, por lo tanto no es jurídicamente viable el otorgamiento de tarjetas de crédito (SIC) con esos propósitos”. (Oficio No. DNE-035-2006 del 07/05/2006)

“… es criterio de esta Unidad que sí es procedente el uso de tarjetas de débito siempre y cuando se cumpla con lo previsto en el párrafo quinto del documento de cita, a saber: que exista una partida presupuestaria destinada al efecto y que los gastos en que se vayan a incurrir estén previamente autorizados por órganos competentes”. (Oficio No. UAJ-039-2006 del 14/06/2006)


Al respecto, siendo que este tema ya ha sido abordado anteriormente en diversos oficios emitidos por esta Contraloría General, antes de entrar a valorar las interrogantes específicas que se plantean en su consulta, es preciso reseñar algunos de los criterios más importantes que ha expresado este Órgano Contralor sobre el particular. 

I. Antecedentes.-


En primer término, en el oficio No. 14312 de fecha 29 de octubre de 1991, emanado por la entonces Dirección General de Asuntos Jurídicos de esta Contraloría General, en respuesta a una consulta formulada por el Jefe de la Dirección General de Auditoría de este Órgano Contralor, se indicó lo siguiente:

"En atención  a  su oficio No. 10169 del 8  de  agosto último, nos permitimos informarle que, esta Dirección General desconoce la existencia de norma  jurídica alguna  que  faculte a las Administraciones Públicas, para  asignar tarjetas de crédito a sus funcionarios y servidores  de alto nivel, con el fin de que éstos ‑en representación del Organismo Estatal de que se trate y con cargo a su presupuesto‑ efectúen pago (tanto en el interior como en el exterior del país) por concepto de gastos  de  representación,   recepción,  atención  de visitas  oficiales,  y  en general, por ningún  otro concepto./ En  tal  virtud,  el  hecho de que  se  verifique  esa asignación  sin  el  debido sustento jurídico  que  la respalde,  produce la ilegalidad de la misma, toda vez que  se  viola con ello el Principio de Legalidad  que recoge   el  artículo  11  de   la  Ley   General   de Administración Pública./ Por  otra parte, estimamos que el uso de las  tarjetas de  crédito  ‑en la forma y para los  fines  indicados arriba‑ resulta improcedente, pues, si lo que se busca con ello es efectuar pagos sobre determinados gastos, debe tenerse  presente que las referidas tarjetas no constituyen un medio de pago (vid.  Artículos 4 y 9 de la  Ley  de  la Moneda), sino más bien un  sistema  de crédito   cuya  esencia  consiste   en  financiar  al "tarjetahabiente"  la  compra  de bienes  y  servicios hasta  donde  alcance  la línea de crédito que  se  ha abierto  en  su  favor,  por lo cual  se  exige,  para minimizar los riesgos de un eventual crédito insoluto, el otorgamiento de garantías como por ejemplo:  letras de cambio, prendas, fiadores, etc./ Además,  en  cuanto  a  los pagos, los  mismos  no  se limitan  exclusivamente  a satisfacer las  deudas  por concepto  de  gastos  de representación,  recepción  o atención  de  visitas  oficiales,  pues  en  ellos  se incluyen  conceptos tales como intereses,  comisiones, derechos  por  renovación de tarjetas, etc.,  todo  lo cual rebasa abiertamente el propio marco de los gastos públicos que se pretenden cubrir con este sistema./ Finalmente,  le indicamos que en nuestro criterio,  el uso   de   "tarjetas  de   crédito   institucionales", dificulta el control oportuno de los gastos, se presta para  cometer  abusos, no evita que el funcionario  se exceda  de la suma para él autorizada y pone en riesgo los  recursos públicos en caso de robo o pérdida de la tarjeta”. 

En el mismo sentido, mediante oficio No. 6350 del 12 de mayo de 1992, se ratifica la posición expresada en el oficio antes citado, en los siguientes términos:

“... Y, entonces, siendo como es el mecanismo de las tarjetas de crédito, que abre al “tarjetahabiente” (en este caso el servidor público) todo un sistema de crédito que le financia la compra de bienes y servicios por un monto y plazo determinado, ya no estamos hablando pura y simplemente de pago por gastos de representación, recepción u otros, sino más bien de líneas de crédito abiertas para los servidores públicos con cargo y respaldo del Estado (lato sensu), por lo que la autorización legal expresa deviene necesaria, y, como le reiteramos, este Despacho desconoce la existencia de una norma jurídica que faculte para ello (vid. Artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública)./ 2.-  No cuestiona esta Contraloría General la actuación diligente de ese Banco, sino que, por la esencia misma del sistema, éste requiere de un respaldo normativo que por ahora se desconoce. Además, si, hipotéticamente, la actuación del Banco no fuera la que usted asegura, en el sentido de efectuar siempre de manera puntual los pagos contra la presentación del estado de cuenta, sí se tendrían que cubrir intereses y comisiones por el servicio; a más de que, con entera independencia de que los pagos se hagan puntualmente o no a la presentación del “estado de cuenta”, es lo cierto que el sistema –por sí mismo- es un sistema de crédito”. 

Asimismo, con ocasión de una consulta formulada por la Corte Suprema de Justicia en cuanto a la posibilidad de que el Poder Judicial pudiera utilizar una tarjeta de débito o de crédito como medio de pago por compras de libros a editoriales extranjeras, la misma Dirección General de Asuntos Jurídicos de este Órgano Contralor, emitió el oficio No. 964 (DAJ-0156) del 28 de enero de 1997, en el cual se señala: 

“De las citas que anteceden así como de las disposiciones que regulan la utilización de las tarjetas de crédito, queda evidenciado que su uso –como el mismo nombre lo indica-, constituye una especie de contrato de préstamo de dinero, que en su materialización es una forma intermedia entre el pago al contado y a plazos. La utilización efectiva de la tarjeta, contrae indefectiblemente, el pago de intereses por las sumas adeudadas o la cancelación del total, sin intereses, con cada estado de cuenta que se reciba./ Como mecanismo de crédito que es, ha sido altamente cuestionada su utilización por parte de entidades públicas, las cuales cuentan, en virtud al principio de legalidad, con disposiciones claras y obligatorias que deben ser acatadas de previo a la adopción de compromisos de dicha naturaleza. Recuérdese que en el mejor de los casos, en que los pagos al organismo emisor se efectúen en un solo tracto, siempre quedaría la problemática en cuanto al financiamiento que subyace en la emisión misma de la tarjeta./ Ahora bien, dicha circunstancia queda salvada con la utilización de una tarjeta de débito, toda vez que en tal circunstancia no media crédito o financiamiento alguno restándose directamente los pagos comprometidos de la cuenta bancaria (cuenta corriente o cuenta de ahorros) que sirve de sustento a la tarjeta, y que deberá de contener recursos suficientes para atender el débito en cuestión./ Consecuentemente, si bien no corresponde a esta Contraloría General el otorgar la autorización que se nos solicita, no se encuentra reparo jurídico alguno para que el Poder Judicial proceda a cancelar las compras de libros a editoriales extranjeras, con la utilización de una tarjeta de débito. Claro esta que al operar como un simple medio de pago, deberán de seguirse para el caso (SIC) los procedimientos habituales de contratación administrativa, y los gastos que se comprometan deberán de estar debidamente presupuestados por el Poder Judicial”. (El subrayado no corresponde al original)


Ahora bien, tal y como se hace referencia en su consulta, mediante oficios No. DAJ-0297 del 16/02/1999 y No. 5236 DAJ-0997 del 14/05/1999, dicha Dirección General de Asuntos Jurídicos, al conocer las gestiones planteadas por el Instituto del Café de Costa Rica (ICAFE) en relación con el tema en cuestión, además de reiterar el criterio vertido en el oficio No. 14312 de fecha 29 de octubre de 1991, indicó lo siguiente:

“… a  pesar  de  las medidas de control que ustedes citan, las cuales nos  parecen bastante saludables, no  existe  ninguna norma  jurídica  que  respalde la posibilidad  para  que  una institución  pública  pueda utilizar una ‘tarjeta de crédito institucional‘ para sus respectivos gastos./ Además, recapitulando    la transcripción anterior, el uso de una tarjeta de crédito, sin duda alguna dificulta el control interno oportuno de los gastos, y con su utilización  persiste la posibilidad de que se cometan abusos en su manejo, al no poder evitarse  totalmente  que  los funcionarios  responsables del uso de la misma, se excedan de la suma autorizada para ellos. Fuera de ello, la utilización de  la  tarjeta de crédito lleva consigo gastos  adicionales, por  ejemplo,  cuando  la tarjeta se extravíe o  sea  robada, generando  estas  circunstancias  mayores gastos de  los  que ustedes   mencionan  (como  sería  el  pago   de   intereses, reposición de la tarjetas extraviadas, etc.)./ Por lo tanto, a pesar de las actividades  de representación que ese Instituto debe llevar a cabo  en  el extranjero, esta  Dirección  General  se  ve  imposibilitada legalmente para acceder a su petición, toda vez que no existe norma  legal que respalde tal proceder, aparte de que, el uso de  una  tarjeta  de crédito institucional, puede  poner eventualmente en riesgo el uso de los recursos públicos”. (El subrayado no corresponde al original)

Por otra parte, en el oficio No. 6829 (DAGJ-1014-2000) del 7 de julio de 2000, emanado por esta División de Asesoría y Gestión Jurídica actuando en el ejercicio de las competencias de contratación administrativa, en atención a la consulta formulada por el Instituto Costarricense de Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud (INCIENSA), sobre la procedencia de utilizar la tarjeta de crédito, como medio de pago para las compras de reactivos biológicos realizadas en el extranjero, se indicó lo siguiente: 

“En ese sentido reiteramos la posición que ha sostenido este Despacho, toda vez que ya la utilización de la tarjeta de crédito en el sector público, sería violatorio del principio de legalidad, por cuanto se trata, en su esencia, de un contrato de crédito, no regulado a nivel normativo. Para que tal utilización sea válida, es necesario que se den dos condiciones esenciales: en primer lugar, debe existir un cuerpo normativo (Ley de la República o Reglamento) que regule de manera expresa el contrato de tarjeta de crédito, convirtiéndolo así, en un contrato típico y, en segundo término se deben acatar las disposiciones generales que regulan el endeudamiento del sector público./ De conformidad con lo expuesto, esta Contraloría General considera que no hay fundamento legal para autorizar algunas excepciones a los  principios supra mencionados, como lo indica en su nota al referirse al pago de reactivos biológicos, por lo cual deberá utilizar aquellos mecanismos de pago internacional que se apeguen al principio de legalidad y que, a la vez, garanticen la mayor eficiencia posible”. (El subrayado no corresponde al original)
En sentido similar, mediante oficio No. 8950 (DAGJ-1383-2001) del 14 de agosto de 2001, esta División de Asesoría y Gestión Jurídica brinda respuesta a una consulta formulada por el Auditor Interno de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), sobre la legalidad del mecanismo denominado ‘Tarjeta de pago institucional’, señalando lo siguiente: 

“Se mencionan como características propias de esta modalidad de tarjeta (‘Tarjeta de pago  institucional’), las siguientes: a) Es para pago de bienes y servicios en forma directa./ b) Es para minimizar el riesgo de pagar en efectivo o cheques./ c) El procedimiento está respaldado por un contrato de Tarjeta de Pago Institucional entre la UNED y el Banco de Costa Rica./ d) El fondo actual para pagos en compra directa es de tres millones de colones, con la tarjeta pasará  a ser de treinta millones de colones./ e) Que la encargada del Fondo de Trabajo no tiene medidas de seguridad en su escritorio, y necesitaría un cubículo de acceso restringido./ f) Que la encargada de compras directas debe dedicarse más a esto que a la función de cajera./ g) Los funcionarios a quienes se les asigne tarjeta, tendrán su pin; y en caso de pérdida o robo será el responsable de solicitar  el bloqueo ante el Banco./ h) El efectivo se sacará  para pagar parqueos, peaje o bien a aquellos proveedores que no acepten tarjeta./ i) La  tarjeta  tendrá un tope  de efectivo./ j) Los retiros deben ser respaldados por una factura y un tiquete dentro de un tiempo determinado, los sobrantes de efectivo reintegrados./ k) Cada retiro debe tener una factura y un tiquete, sin embargo un tiquete puede respaldar varias facturas. Además habrá  especial cuidado con la retención del 2% del impuesto de renta, el cual puede ser rebajado del monto total o bien cobrado y luego reintegrado./ l) El proveedor se indaga por teléfono (donde vendan el bien o suministro) y si es por un monto mayor se indaga en el registro de proveedores. Se  selecciona a la empresa que se adapte a los requerimientos. Debe entenderse que el que suministra el bien debe ser afiliado a la tarjeta Visa y si no habría que pagar en efectivo./ m) La  responsabilidad por mal uso corresponderá a la UNED, igualmente el pago de intereses, si es que correspondieran./ n) No se pagará membresía, ni reposiciones de tarjetas.// Tarjetas de crédito.- Los usuarios de los servicios  pagan a la Administración por medio de ellas.- Esta  Contraloría se ha pronunciado favorablemente solo cuando las tarjetas se usan  como medio de pago  por parte de los deudores de la Administración, esto evitando establecer mecanismos de cobro que a la postre resultan más  onerosos para la Administración misma. Así, hemos aprobado contratos de Instituciones Públicas con organizaciones que administran tarjetas de crédito, en el entendido de mejorar  el sistema de  recaudación de  cobros por servicios prestados, teniendo presente el monto por concepto de comisión que debe sacrificar la  Administración, todo para mejorar el sistema de cobro y ajustarse a la  realidad económica del país. ( Ver en este sentido los oficios  531-95, 15513-95, 9586-95 )./ Tarjetas de crédito institucionales.- En relación con la posibilidad de que las Instituciones autoricen tarjetas de crédito a sus funcionarios, para  por ejemplo, gastos de representación; esta Contraloría ha establecido reiteradamente la improcedencia de este uso. Se alude en primer lugar al “principio de legalidad” (artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública), estableciéndose que no se puede tener  una línea de crédito abierta para los servidores públicos con cargo y respaldo del Estado, por lo que la autorización legal expresa deviene necesaria. Además de que es  improcedente el pago por parte de la Administración de intereses y comisiones por este servicio. Finalmente se alude a los posibles excesos y abusos por parte de los servidores públicos. (Ver en este sentido nuestros oficios 14312-91, 6350-92)./ Tarjeta de débito.- Este tipo de tarjeta ha sido autorizada, toda  vez que con el uso de ésta no media crédito o financiamiento alguno, restándose directamente los pagos comprometidos de la cuenta bancaria (cuenta corriente o cuenta de ahorros) que sirve de sustento a la tarjeta, y que deberá de contener recursos suficientes para atender el débito en cuestión; claro está que al usarse la tarjeta como un simple modo de pago, deben seguirse los procedimientos de contratación administrativa y los gastos que se comprometan deben de estar debidamente presupuestados. (Ver nuestro oficio DAJ-156-97)./ Tarjeta de Pago Institucional.- Siendo este el caso que nos ocupa, lo analizaremos a la luz de la información suministrada./ Aun  cuando el contrato entre la UNED y el Banco de Costa Rica, dispone en la cláusula primera que las ‘tarjetas de pago institucional’ no se considerarán tarjetas de crédito ni tampoco de débito, es nuestro criterio que las mismas se asemejan en mucho a las tarjetas de crédito./ Así, son  tarjetas con  una ‘línea de pago’  máxima autorizada por el Banco, manejadas por el funcionario autorizado y para realizar pagos en Costa Rica a proveedores en los establecimientos afiliados al sistema de tarjeta VISA. Además se puede obtener  dinero en efectivo en las ventanillas o bien en  cajeros automáticos a través de un pin. La  UNED  pagaría al Banco contra un corte del estado de cuenta los días veinte de cada mes, y si no se cumple con esta fecha se pagarían los intereses correspondientes, que serán los dispuestos para los tarjetahabientes BCR-VISA./ Considera este Despacho que en este tipo de tarjetas se haría uso de una especie de contrato de préstamo de dinero, que en su materialización es una forma intermedia entre el pago al contado y a plazos. La utilización efectiva de la tarjeta, máxime lo intrincado de los controles que se prevén (44 pasos), hará que frecuentemente haya que pagar intereses por las sumas adeudadas. Este posible uso de un crédito ha sido altamente cuestionado en su utilización por parte de las entidades públicas, las cuales cuentan con disposiciones  claras y obligatorias que deben ser acatadas (Principio de legalidad). En el mejor de los casos, que se pueda cumplir siempre con el pago total a la presentación del estado de cuenta, sin pago de intereses, es decir que se pueda hacer en un solo tracto, siempre subyace el  financiamiento implícito  en la  emisión misma de la tarjeta./ Otros inconvenientes adicionales que podemos apuntar al  uso de tales tarjetas son: a) Riesgos de pago en efectivo y problemas de control.- Que al no estar todos los proveedores afiliados al sistema VISA, igualmente se tendrá que usar efectivo para aquellos casos en que el proveedor no pueda ser satisfecho a través de la tarjeta. Esto en nuestro criterio agrava la situación, pues habría que mantener el ya de por sí intrincado sistema de control que se nos propone bajo el título de ‘Procedimiento compras de bienes y servicios en forma directa’ (tarjeta de pago), el cual consta de cuarenta y cuatro pasos, y otro sistema para el control de los pagos en efectivo, así como las devoluciones de los sobrantes de pagos hechos en efectivo. (Ver punto seis del Procedimiento). Además, con el uso de la tarjeta propuesta no se evitaría el riesgo de pago en efectivo que actualmente se corre, es más se agravaría, pues ni siquiera se pagaría con cheque, sino en efectivo extraído de los cajeros./ b) Quebrantamiento a los principios de contratación administrativa.- Ahora bien, si la Administración optara por solo proveedores afiliados al sistema VISA, se daría un total quebranto a los principios de contratación administrativa y especialmente al establecido en el artículo quinto de la Ley de Contratación, sea el ‘Principio de igualdad y libre competencia’. Esto sin pensar en que al crear este precedente, otras instituciones lo seguirían, con un total atropello  del sistema de libre participación y conservación de la mayor cantidad de ofertas, principios que defiende la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento. Además, el hecho de que la autorización de este sistema hace casi obligatorio la afiliación de los proveedores al sistema, nos  hace recordar la ‘comisión’ que estos deberán pagar al Banco y a la que prácticamente los estaría obligando la Administración. Por otra parte, el sistema de búsqueda de los proveedores que se propone de acuerdo al monto, y a su afiliación al sistema, contradice la jurisprudencia de este Despacho en materia de contratación directa, en donde hemos defendido la participación de al menos tres participantes, la constancia en un expediente de que se negoció en la forma más conveniente para la administración, parámetros previamente establecidos para escoger .la mejor oferta (cartel ) o bien la preponderancia, si así se cree conveniente, del factor precio (Ver nuestro oficio No. 107-98)./ c) Línea de crédito .- Si bien se dice que éstas tarjetas no son de crédito, se abre un monto de treinta millones, que entendemos financia a los tarjetahabientes designados hasta por el monto asignado a cada quien. Este  concepto lo rechaza el propio marco de los gastos públicos que se pretenden cubrir con el sistema, y para lo cual se necesitaría en nuestro criterio ley expresa./ d) Responsabilidades para  la UNED.-  El contrato estipula una serie de responsabilidades para la Administración (UNED) en caso de pérdida, abuso, etc; responsabilidad que al  momento de ser trasladada al usuario de  la tarjeta o funcionario autorizado, implicará de seguro una serie de costos, retrasos y eventualmente pérdidas económicas  para la Administración. Por otra parte, sería obligar a los funcionarios a asumir, con el manejo de la tarjeta, una responsabilidad más allá de las que acarrea  cualquier cargo común en la administración; sin encontrar este Despacho base legal para  imputar tal responsabilidad./ e) Pago de intereses.- Que aún cuando se prevé el no pago de membresía ni gastos de reposición, queda latente el pago de intereses. Además con el pago de la comisión que corresponde al  proveedor, visualizamos que esto hará más difícil para la Administración obtener descuentos o precios mejores./ Así las cosas, este Despacho considera que la llamada ‘Tarjeta de Pago Institucional’, tal como se nos presenta, carece de base legal para su aplicación; además de los otros inconvenientes ya expuestos, que en nuestro criterio la hacen improcedente como medio de pago de la Administración”. (El subrayado no corresponde al original)
Más recientemente, en el año 2002, mediante oficio No. 8567 (DI-AA-2235) de fecha 22 de julio de 2002, la Unidad de Autorizaciones y Aprobaciones de esta Contraloría General de la República, resolvió una consulta formulada por la Corporación Bananera Nacional (CORBANA), en relación con el mismo tema sobre el uso de tarjetas de crédito y débito, cuya respuesta contó con el criterio de esta División de Asesoría y Gestión Jurídica (oficio GJ-611-2002 del 15/07/2002), destacando -en lo que interesa- lo siguiente:

“En cuanto al otorgamiento de tarjetas de crédito, interesa señalar que este tipo de tarjetas no constituyen un medio de pago sino un verdadero contrato de crédito, destinado a financiar la compra de bienes y servicios hasta donde alcance la línea de crédito habilitada, cuyos pagos no se reducen a cubrir las deudas de que se trate, sino también se extienden al pago de intereses, comisiones y otros, motivo por el cual tal y como lo ha señalado este Órgano Contralor en otras oportunidades, aquel otorgamiento necesariamente tendrá que estar fundamentado en una autorización legal expresa, la cual en este caso se desconoce su existencia.(…)// Así las cosas, en ausencia de una norma legal que autorice en forma expresa el otorgamiento de tarjetas de crédito a los funcionarios de CORBANA o de sus subsidiarias para diversos fines, y ratificando nuestros criterios anteriores emitidos sobre el tema, respondemos negativamente la consulta que se formula, pues dicho otorgamiento supondría un endeudamiento sin un respaldo normativo que lo autorice, y por ende un quebrantamiento de nuestro ordenamiento jurídico”. 

“En lo que se refiere a las tarjetas de débito, interesa señalar que su emisión no implica un financiamiento ni la apertura de una línea de crédito, sino un medio de pago en el que los pagos que se verifiquen se descuentan directamente de la cuenta bancaria que respalda la tarjeta, la cual claro está debe contener recursos que hayan sido debidamente incluidos y aprobados en una partida presupuestaria determinada.(…)// Lo anterior significa que el Órgano Contralor no formula objeción a la posibilidad que la entidad consultante o sus subsidiarias otorguen tarjetas de débito a sus trabajadores, siempre que las contrataciones que se verifiquen se ajusten a la normativa, principios y procedimientos contendidos en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, que las tarjetas se encuentren respaldadas con fondos contenidos en partidas presupuestarias debidamente aprobadas, y siempre que se defina reglamentariamente el tipo, y los montos mínimos y máximos de pagos que puedan cubrirse con las tarjetas que se extiendan con el objeto de evitar posibles abusos”.  (El subrayado no corresponde al original)

En virtud de lo expuesto, resulta claro el criterio sostenido hasta ahora por esta Contraloría General de la República, con respecto a los siguientes puntos: 

a) En relación con la posibilidad de que las instituciones públicas autoricen el uso tarjetas de crédito a sus funcionarios para -por ejemplo- cubrir gastos de representación o realizar compras de bienes o servicios en el exterior del país, esta Contraloría General ha sostenido en forma reiterada la improcedencia de utilizar este tipo de tarjetas dentro de la función pública, por carecer la Administración de un fundamento legal que así respalde,  resultando ello contrario al “principio de legalidad” establecido en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública. De la misma manera, se ha indicado que no resulta jurídicamente procedente que mediante dicho mecanismo, la Administración Pública autorice una línea de crédito abierta hacia un funcionario público con cargo y respaldo del Estado, considerando también los posibles excesos y abusos que se podrían dar por parte de los funcionarios que ostenten el manejo de las citadas tarjetas de crédito; además de que es improcedente por esa misma vía el pago de intereses y comisiones que conlleva dicho servicio, razones de más para estimar que la autorización legal expresa deviene necesaria, en aras de evitar posibles acciones indebidas en perjuicio de la sana administración y control de los fondos públicos.

b) Con respecto al uso de tarjetas de débito para –por ejemplo- efectuar pagos sobre compras o adquisiciones de bienes como en el caso señalado en el oficio No. 964 (DAJ-0156) del 28 de enero de 1997, este Órgano Contralor ha indicado que en tales circunstancias, dado que la tarjeta de débito no implica crédito o financiamiento alguno, restándose directamente los pagos comprometidos de la cuenta bancaria (cuenta corriente o cuenta de ahorros) que sirve de sustento a la tarjeta, la cual deberá contener recursos suficientes para atender el débito en cuestión, si bien no corresponde a este Órgano Contralor otorgar una autorización expresa para que se utilice ese medio, no se encuentra reparo jurídico alguno para que la Administración proceda a cancelar los respectivos gastos de que se trate mediante el uso de una tarjeta de débito. Asimismo, claramente se ha indicado en los criterios emitidos por este Órgano Contralor que al operar la tarjeta de débito como un simple medio de pago, deberán seguirse en cada caso los respectivos procedimientos de contratación administrativa, y los gastos que se comprometan deberán de estar debidamente presupuestados y aprobados por las instancias competentes dentro de la institución.
II. Criterio del Despacho sobre la consulta en particular.-

De conformidad con lo expuesto en la primera parte de este oficio, y habiendo revisado nuevamente el tema, procedemos a responder la primera de las interrogantes planteadas en su consulta, señalando que este Despacho no encuentra nuevas razones jurídicas válidas que hagan variar el criterio reiterado en diversas oportunidades por este Órgano Contralor, en cuanto a que no resulta jurídicamente procedente que las instituciones públicas autoricen el uso tarjetas de crédito a favor de sus funcionarios. Lo anterior por carecer la Administración de un fundamento legal que así respalde, resultando ello contrario al “principio de legalidad” establecido en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública. 

En virtud de lo anterior, se reitera en todos sus extremos el criterio anteriormente vertido por esta Contraloría General en el sentido de que al tratarse de una línea de crédito que la institución pondría a disposición del servidor autorizado, dicho mecanismo podría hacer incurrir a la Administración en el pago de intereses y comisiones inherentes a ese servicio, al tiempo que podrían presentarse posibles excesos y abusos por parte de los funcionarios que ostenten el manejo de dichas tarjetas de crédito, razones suficientes para estimar que en este caso la autorización legal expresa deviene necesaria, en aras de evitar posibles acciones indebidas en perjuicio de la sana administración y control de los fondos públicos.

Ahora bien, en lo respecta al uso de tarjetas de débito, tal y como se indicó anteriormente, esta Contraloría General en determinadas circunstancias se ha manifestado favorablemente con respecto a la utilización de este tipo de tarjetas, básicamente bajo la consideración de que la tarjeta de débito a diferencia de la de crédito no implica crédito o financiamiento alguno, y por ello puede estimarse como un medio de pago más, asimilable a otros que habitualmente se utilizan en la Administración Pública, como por ejemplo el cheque o el deposito bancario, y no como sistema o contrato de crédito que le permita al tarjetahabiente financiar una determinada compra dentro de un plazo definido, sea que dicho crédito deba cancelarse en uno o varios tractos. 

No obstante lo anterior, con respecto a la nueva consulta que se nos formula en esta ocasión por parte del ICAFE, dado que los presupuestos del caso difieren sustancialmente de las circunstancias analizadas en casos anteriores, resulta necesario hacer algunas precisiones adicionales sobre el criterio antes citado, a efectos de adecuar su aplicabilidad a las situaciones específicas que plantea la institución consultante.


Así las cosas, en cuanto a la posibilidad de que la Administración autorice el uso de tarjetas de débito por parte de sus funcionarios, este Órgano Contralor mantiene el criterio vertido en el oficio No. 964 (DAJ-0156) del 28 de enero de 1997, reiterado en el oficio No. 8567 (DI-AA-2235) de fecha 22 de julio de 2002, pero consideramos que además de lo indicado en dichos oficios, para el caso específico que nos plantea el ICAFE se debe tener en cuenta lo siguiente:

1. La tarjeta de débito como medio de pago institucional podría utilizarse en los casos que se mencionan en su consulta, cuando los funcionarios del ICAFE viajan de gira al exterior del país, previa emisión de la respectiva normativa interna donde se regule en forma estricta y detallada la implementación de dicho mecanismo, esto con el propósito de garantizar su buen uso de acuerdo con los fines públicos que persigue la Administración.

2. El jerarca, los titulares subordinados y demás funcionarios responsables del sistema de control interno institucional, previo a la implementación de dicho mecanismo, deberán efectuar el correspondiente análisis de riesgos  existentes sobre el uso tales tarjetas de débito, y adoptar las medidas de administración que correspondan para evitar cualquier situación irregular que pudiera presentarse en la práctica y que pudiera afectar el buen manejo y administración de los fondos públicos utilizados. 

3. El uso de la tarjeta de débito como medio de pago institucional, únicamente podría ser utilizado para cubrir gastos institucionales debidamente autorizados, sin que pueda utilizarse para otros fines como -por ejemplo- para el manejo de sumas de dinero que la institución le asigne a sus funcionarios en forma personal por concepto gastos de representación o gastos de viaje (viáticos, transporte, etc.), los cuales deberán ser girados por los medios habituales previstos por la Administración.

4. El ICAFE debe definir la procedencia legal y la fuente de financiamiento para el pago de comisiones, membresías y en general cualquier otro gasto que conlleve la tarjeta de débito; al tiempo que deberá asegurarse que la tarjeta de débito que se adquiera no contemple ningún tipo de financiamiento o crédito por sobregiro u otro mecanismo que haga incurrir a la Administración en pagos adicionales por intereses u otros rubros que no resulten propios del medio empleado.

De esta manera, tal y como se ha indicado en otros casos anteriores, si bien no corresponde a este Órgano Contralor otorgar una autorización expresa para que se utilice dicho mecanismo (tarjeta de débito), no se encuentra reparo jurídico alguno para que el ICAFE, siguiendo las orientaciones dadas en este oficio, pueda implementarlo como un medio de pago válido para cubrir gastos institucionales que se presentan cuando sus funcionarios viajan de gira al exterior del país, en cumplimiento de las competencias legales asignadas a ese Instituto.

De esta manera, se brinda respuesta a su consulta. 

Atentamente,

	Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente División


	Lic. Allan Ugalde Rojas

Gerente Asociado
	Lic. Hansel Arias Ramírez

Fiscalizador Asociado


HAR/AUR/Rbr

Nota: Los criterios de Contraloría citados en este oficio pueden ser consultados a través del archivo digital disponible en nuestra página web: www.cgr.go.cr , o en el Archivo Central de la institución.
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� Dentro de las razones que se indicaron en ese momento, al tenor de la consulta planteada al Órgano Contralor, como fundamento para que el Poder Judicial optara por dicho mecanismo de pago, se hizo mención a “… los inconvenientes surgidos con dichas casas editoriales, en razón de que los medios de pago habitualmente utilizados, a saber, la carta de crédito, la cobranza a la vista, el giro a la vista y otros, tienen un trámite que puede demorar de 15 a 30 días el hacer efectiva su cancelación, con el agravante de que por tal dilación debe reconocerse el correspondiente diferencial cambiario”. (Oficio No. 964 (DAJ-0156) del 28 de enero de 1997)


� Ver también oficio No. 13252 (DAGJ-2094-2001) del 14 de noviembre del 2001, que corresponde a una consulta planteada por la Subgerencia de Telecomunicaciones del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), con el fin de adquirir tres tarjetas de crédito internacional para usarlas en el curso de investigaciones dirigidas a evitar el fraude en materia de telecomunicaciones. En la respuesta a dicha consulta, se reiteraron los criterios emitidos por esta Contraloría General mediante oficios No. 6829 (DAGJ-1014-2000) del 7 de julio del 2000, No. 14312 de fecha 29 de octubre de 1991, No. 6350 del 12 de mayo de 1992 y No. 964 (DAJ-0156) del 28 de enero de 1997.
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